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1. Continúa el juicio por la megacausa de la Jefatura de Policía 
de Tucumán 

2. Comenzarán nuevos juicios por crímenes de lesa humanidad 
3. Testimonios en el juicio por la masacre de Margarita Belén 
4. Procesan a Poch por los vuelos de la muerte 
5. La ministra de Defensa admitió serias irregularidades en 

compras de la Armada 
6. La Aeronáutica no aporta datos requeridos sobre aviones 
 

 
1. Los documentos secretos de la Jefatura de Policía de Tucumán 

Los documentos secretos de la Jefatura de Policía de Tucumán entregados a la 
Justicia por el testigo Juan Carlos Clemente describen cómo los represores se 
dedicaron a perseguir militantes de partidos políticos, de organizaciones 
sociales, profesores universitarios y estudiantes. También muestran que 
policías y militares no trabajaron solos, sino que  recibieron la ayuda de 
sectores empresarios.  
En Tucumán, por ejemplo, algunas empresas azucareras se encargaron de 
entregar las listas de su personal “revoltoso”. Los trabajadores azucareros 
venían con una serie de conflictos sindicales desde el masivo cierre de los 
ingenios que llevó a cabo Juan Carlos Onganía en 1966.  
Entre los documentos entregados por Clemente a la Justicia tucumana figura la 
lista que documenta los nombres de 293 personas que estuvieron 
secuestradas y señala que 195 de ellas tuvieron “disposición final”, es decir, 
fueron asesinadas. (Ver Página 12, sección El País, 20/06/2010) 
En una nueva jornada del juicio, el testigo Clemente prestó declaración 
nuevamente ante el tribunal en el marco de la megacausa “Jefatura de Policía” 
en el que se encuentran acusados acusados por veintidós muertes y 
desapariciones Luciano Benjamín Menéndez, Roberto “El Tuerto” Albornoz, ex 
jefe del Servicio Confidencial de Inteligencia (SIC), y los hermanos Luis “El 
Cordobés” y Carlos De Cándido, policías retirados. 
Con el aporte realizado por Clemente la semana pasada, se pudieron conocer 
detalles de la sistematización de secuestros, torturas y desapariciones en la 
década del ’70, durante el gobierno de facto de Antonio Domingo Bussi, quien 
fue excluido de este juicio por razones de salud. 
En esta ocasión, Clemente aportó datos nuevos y reiteró la autenticidad de los 
dos biblioratos que él mismo entregó al tribunal la semana pasada, que incluían 
una lista en la que figuraban 293 personas que fueron secuestradas (195 de 
ellas siguen desaparecidas). También confirmó que los represores detuvieron e 
hicieron desaparecer a personal de sus propias filas. Recalcó que nunca leyó el 



contenido de los textos que guardó de manera secreta durante más de treinta 
años y señaló que la primera vez que abrió esas carpetas fue hace dos años, 
cuando sacó copias de la primera hoja que contiene la lista de las 293 
personas que estuvieron secuestradas en la ex Jefatura de Policía y la envió en 
forma anónima a la Procuración General de la Nación. 
Por otra parte, el martes 29 de junio comenzarán los alegatos de los abogados 
que representan las seis querellas y de los abogados de los acusados. 
Se espera que el juicio culmine el 8 de julio. (Ver Página 12, sección El País, 
22/06/2010 y 23/06/2010) 
También declaró en el juicio Roberto “El Tuerto” Albornoz, ex jefe del 
Departamento de Inteligencia de la policía tucumana. Dijo que no vio si los 
policías torturaban en las celdas durante la dictadura y que no conocía a 
ninguno de los detenidos. Argumentó que no sabía que había sido designado 
jefe del Departamento de Inteligencia (D2) y que por una “maniobra de 
desprestigio” se difundió desde dentro de la estructura policial que él era el 
encargado del Servicio de Información Confidencial.  
Albornoz pidió hablar en la audiencia del juicio por crímenes cometidos en el 
centro clandestino Jefatura de Policía de Tucumán, en el cual está imputado 
junto con Luciano Benjamín Menéndez y dos policías por la muerte y 
desaparición de 22 personas. Allí trató de elaborar una teoría que 
responsabilizara sólo a los militares, sosteniendo que “el control operativo 
estaba a cargo del Ejército. Nosotros (por la policía) sólo colaborábamos. Nos 
llegaban las órdenes y las cumplíamos. Y yo nunca participé de secuestros”. 
(Ver Página 12, sección El País, 24/06/2010) 
 
 

2. Comenzarán nuevos juicios a acusados por cometer delitos de lesa 
humanidad durante la dictadura 

Cuatro nuevos procesos comenzarán en las próximas semanas con 
acumulación de causas y la perspectiva del demorado inicio de los juicios 
orales en Mendoza. Se realizarán en Santa Fe, San Rafael, Córdoba y Rosario.  
Para septiembre está previsto el comienzo del juicio oral por el plan sistemático 
de apropiación de menores en la Ciudad de Buenos Aires. En alguna de las 
causas se evaluarán los crímenes cometidos en los centros clandestinos, y la 
de Mendoza avanzará contra lo que los querellantes definen como “el 
entramado de impunidad que impidió hasta ahora el avance de las causas”. La 
lista se suma a los ocho juicios orales que siguen desarrollándose actualmente 
en el país. 
El próximo miércoles 22 empieza el juicio contra Mario Facino, jefe de la 
comisaría 4ª de Santa Fe hasta fines de 1976 y luego ascendido a jefe del 
Comando Radioeléctrico hasta el 14 de agosto de 1979. Será el tercer juicio 
oral por los crímenes de la dictadura  
Para el 1º de julio está previsto el inicio del primer juicio oral de la provincia de 
Mendoza por el secuestro y desaparición de Francisco Tripiana, un obrero de la 
construcción, trabajador de la cosecha de uva y militante de la Juventud 
Peronista, secuestrado de su casa en San Rafael en la madrugada del golpe 
de Estado de 1976. 
Los imputados en dicha causa son el ex jefe del Ejército Luciano Benjamín 
Menéndez; Aníbal Alberto Guevara Molina, teniente del Ejército; Raúl Alberto 
Ruiz Soppe, jefe de la Unidad Regional II de Policía de Mendoza; Juan Roberto 



Labarta Sánchez, oficial de la policía de Investigaciones D-2; José Martín 
Mussere Quintero, oficial de la policía de Mendoza; Cristóbal Ruiz Pozo, 
médico de la Policía, y Raúl Egea Bernal, abogado de la Policía. 
Un día mas tarde, el 2 de julio, empezará en Córdoba un juicio oral contra 
Eduardo Rafael Videla, Luciano Benjamín Menéndez y otros 31 imputados. El 
juicio reúne dos causas: el expediente conocido como Gontero en la que se 
investigan secuestros y tormentos sobre 11 personas, detenidas y trasladas a 
la sede del Departamento de Informaciones Policiales (D-2), luego a las 
instalaciones que el Tercer Cuerpo del Ejército tenía en el campo de “La 
Rivera” y finalmente a la Unidad Penitenciaria Nº 1; y la causa por el 
fusilamiento de 31 presos políticos que estaban a disposición del Poder 
Ejecutivo Nacional, y que fueron sacados para un supuesto traslado y 
ejecutados. Como las dos causas tienen responsables y seis víctimas en 
común y como en ambos episodios intervino el mismo Comando del Tercer 
Cuerpo del Ejército, se unificó el expediente.  
El próximo juicio en Rosario comenzará el 21 de julio por el centro clandestino 
de detención que funcionó en la sección Informes de la Jefatura de la Policía 
de dicha ciudad, en perjuicio de 86 víctimas. Fue el centro clandestino más 
importante de Rosario. Hoy la lista de imputados incluye al ex militar Ramón 
Díaz Bessone; José Rubén Lofiego, Mario Marcote, Ramón Vergara, Carlos 
Scortecchini, Ricardo Chomicki y Nilda Folch, dos civiles ex detenidos a 
quienes la organización Hijos considera como víctimas y no imputa 
penalmente.  
El calendario de los próximos juicios orales culmina el 20 de septiembre en 
Buenos Aires. El Tribunal Oral Federal Nº 6 iniciará ese día un proceso contra 
Jorge Rafael Videla, Reynaldo Bignone, Cristino Nicolaides, Santiago Omar 
Riveros, Jorge Eduardo Acosta, Antonio Vañek y Rubén Oscar Franco por 33 
casos de apropiación de menores durante la última dictadura. Se trata del 
llamado “Plan Sistemático”. Los acusados están imputados por los delitos de 
sustracción, retención, ocultación y sustitución de identidad de menores de diez 
años. Se buscará probar que existió un plan sistemático de sustracción de 
menores y se juzgará a Juan Antonio Azic, acusado como responsable directo 
por la sustracción de María Victoria Donda. (Ver Página 12, sección El País, 
21/06/2010) 
 
 

3. Tres testimonios en el juicio por la masacre de Margarita Belén 
La séptima audiencia del juicio oral y público por la Masacre de Margarita Belén 
contó con tres testimoniales: María Teresa Franzen, hermana de una de las 
víctimas del fusilamiento; Carlos “Ratón” Aranda, ex preso político; y Federico 
Ovieta, abogado correntino que ya había declarado en el juicio por el ex 
Regimiento de Infantería 9 de Corrientes. (Ver Página 12, sección El País, 
23/06/2010) 
 
 

4. Procesan a Julio Poch por los vuelos de la muerte 
El teniente de fragata retirado Julio Alberto Poch se convirtió en el segundo 
piloto de la Armada procesado con prisión preventiva luego de confesar en 
privado su actuación en los vuelos de la muerte durante la última dictadura. El 
juez federal Sergio Torres destacó “el incesante trabajo” de sus defensores en 



Europa y en Argentina para “destruir la acusación por todos los medios”, pero 
priorizó los testimonios de los pilotos de la aerolínea Transavia que recibió de 
primera mano en 2008 en la embajada argentina en el Reino de los Países 
Bajos.  
Torres procesó a Poch por 615 secuestros agravados, le embargó bienes por 
615 millones de pesos y ordenó que aguarde el juicio en la cárcel de Marcos 
Paz. (Ver Página 12, sección El País, 24/06/2010 y ver La Nación, sección 
Política, 24/06/2010) 
 
 

5. Admiten sobornos en la Armada 
La ministra de Defensa, Nilda Garré, admitió la existencia de "serias 
irregularidades" en cuatro operaciones de compra que la Armada pactó con la 
empresa alemana Ferrostaal, actualmente investigada por la justicia de su país 
por el supuesto pago de sobornos millonarios en Colombia, Portugal, Indonesia 
y la Argentina.  
Garré había negado esa acusación dos meses atrás, cuando una investigación 
del periódico alemán Der Spiegel difundió que un funcionario de Defensa 
habría cobrado una coima de "seis cifras en euros" de parte de Ferrostaal.  
Durante la conferencia del ciclo "Preguntar al Poder", Garré alegó que los 
imputados no dependían directamente del ministerio a su cargo, sino de la 
Armada.  
Las operaciones cuestionadas fueron realizadas entre 2004 y 2010 y 
desembocaron en una denuncia penal contra tres almirantes, cuatro oficiales (a 
algunos de estos se les pidió el retiro) y un abogado civil de la Armada, además 
de dos empresarios y otro letrado vinculados con la compañía alemana.  
La denuncia de Garré, presentada la semana pasada, llegó tras dos medidas 
similares de la Oficina Anticorrupción, y motivó que Defensa frenara un 
convenio para desarrollar cuatro patrulleros oceánicos multipropósito, 
necesarios para custodiar la frontera marítima.  
Garré dijo entender  “que las irregularidades son serias" y explicó que por esa 
razón se denunciaron tres convenios firmados en los últimos seis años y se 
frenó la firma del último. Por el primer convenio, suscrito en 2004, la Armada 
compró un propulsor para la Fragata Libertad, mientras que el segundo se 
utilizó para replacar las baterías del submarino San Juan.  
El tercer convenio, que desató la denuncia penal por cohecho, tráfico de 
influencias y soborno trasnacional, se celebró por un monto de 500.000 euros 
con la empresa Fassmer -a la que Garré vinculó ayer con Ferrostaal. 
"Habilitamos a la Armada a firmar el convenio correspondiente, que fue motivo 
concreto de algún hecho ilícito", sostuvo la ministra. (Ver La Nación, sección 
Política, 24/06/2010) 
 
 

6. La fiscalía informa a Defensa que la Aeronáutica no aporta datos 
requeridos sobre los aviones 

Las Fuerzas Armadas se resisten a entregar datos que permitan investigar el 
método argentino de desaparición de personas. El fiscal Federico Delgado, que 
desde hace un año investiga el funcionamiento de la Brigada Aérea de 
Palomar, le informó por escrito al Ministerio de Defensa “la escasa 
colaboración” de la Fuerza Aérea, a la que reclama sin suerte el historial de los 



aviones que según ex conscriptos y operarios civiles se usaron para arrojar 
secuestrados al mar. Esta misma semana, al procesar a Julio Poch, el juez 
Sergio Torres destacó que los documentos que sobrevivieron a la impunidad 
planificada existen “merced a un descuido o falta de prolijidad a la hora de 
eliminar todas las pruebas escritas”. 
La primera denuncia sobre vuelos en Palomar la formuló Rodolfo Walsh en su 
Carta Abierta a la Junta Militar, donde acusó a las tres fuerzas “de arrojar 
prisioneros al mar desde transportes de la Primera Brigada Aérea” y precisó 
que “usaron Fokker F-27”, modelo que el ex sargento Víctor Ibáñez incluyó 
entre los aviones que con idéntico fin usaba el Ejército en Campo de Mayo y 
que empleó la Armada en el Aeroparque Jorge Newbery, según alcanzó a 
contar el desaparecido Emilio Assales. También el capitán Hemir Sisul Hess, 
con procesamiento confirmado por la Cámara Federal, contó a sus íntimos que 
“los vuelos salían del Palomar o Morón”. 
Según el oficio que Delgado remitió a la ministra Nilda Garré, “nunca recibió 
una respuesta concreta” por parte de la Fuerza Aérea, a la que reclama planes 
de vuelos de los Fokker F-27 y F-28 y de los Hércules C130. Los pedidos 
“recorren todos los rincones de la institución” y derivan en respuestas en 
“lenguaje encriptado”, que llegan a destino “fuera de término y sin una 
respuesta concreta”. (Ver Página 12, sección El País, 25/06/2010) 
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